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Analizado todo lo anterior, esta 
Defensoría observó la inexistencia de 
mecanismos adecuados, tanto por parte 
de la Consejería de Fomento y Vivienda 
como de la Consejería de Turismo y 
Deporte, para evitar que viviendas 
protegidas puedan de facto inscribirse 
en el Registro de Turismo de Andalucía 
y utilizarse como viviendas turísticas, de 
forma que no solo es posible, sino fácil 
llevar a la práctica un uso ilegítimo de 
la misma sin que sea detectado por las 
Administraciones competentes.

A la vista de todo ello y en virtud del 
artículo 29 de nuestra ley reguladora, 
se formuló a ambas Administraciones 
Resolución en el sentido de que adoptasen 
los cambios normativos necesarios e 
implementen medidas eficaces en sus 
respectivos ámbitos competenciales 
para preservar la función social de la 
vivienda protegida, garantizando que 
esta no se pueda emplear como vivienda 
turística; así como que se coordinen de 
forma adecuada de modo que, cuando se 
detecte por la primera que una vivienda 
protegida pretende utilizarse o se está 
utilizando con finalidad turística, se dé 
traslado a la segunda a fin de iniciar las 
actuaciones pertinentes.

Dicha Resolución ha sido aceptada por 
ambas administraciones, comprobando 
que se han implementado medidas en sus 
respectivos ámbitos competenciales para 
preservar la función social de la vivienda 
protegida.

El papel del denunciante.
La necesaria revisión del papel del denunciante en el ámbito de las 
relaciones de consumo.
Ha sido una constante en nuestra tradición jurídica la equiparación de la figura de la persona 
denunciante en el ámbito del procedimiento administrativo a la del mero interesado o interesado 
simple, en cuanto al reconocimiento de derechos respecto del propio procedimiento sancionador 
que pudiera, en su caso, incoarse como consecuencia de una denuncia presentada.

Esto se ha venido traduciendo en una limitación de los derechos del denunciante a ser informado 
sobre la decisión de incoación o no del procedimiento sancionador, sobre el desarrollo del mismo o 
sobre la resolución que se adopte finalmente. Limitación que se hace extensiva al derecho a presentar 
alegaciones, ser llamado al trámite de audiencia o presentar recursos.

El argumento principal para estas restricciones ha sido considerar que el denunciante se limita con 
su denuncia a activar el ejercicio por la administración de sus deberes de persecución y sanción 
de los ilícitos administrativos, sin que de su denuncia se derive la condición de interesado en el 
procedimiento que pueda incoarse, ya que su papel se ha limitado a dar cumplimiento a un deber 
público.

Esta tradición jurídica viene siendo puesta en cuestión desde hace tiempo por parte de un sector 
de la doctrina que considera que la misma no parece muy acorde con las nuevas legislaciones que 
proclaman la transparencia de los poderes públicos en su actuación administrativa o con aquellas 
que vienen reconociendo un plus de legitimidad a las asociaciones que defienden derechos e 
intereses colectivos. La discrepancia es especialmente notoria en lo que se refiere a las limitaciones 
al derecho de acceso a la información que supone la negativa a comunicar al denunciante la decisión 
de incoar o no el procedimiento o informarle sobre el sentido de la resolución recaída en el mismo.

En esta línea de cuestionamiento de la posición tradicional del denunciante cabría enmarcar alguna 
jurisprudencia reciente que reconoce los derechos propios del interesado cualificado a quienes 
acreditan algún tipo de interés en el resultado del procedimiento sancionador, ya sea por incidir en 
sus derechos e intereses individuales o por tener relación con los derechos e interés colectivos que 
propugnan.

Siguiendo estas líneas doctrinales y jurisprudenciales, esta Institución viene, desde hace ya algún 
tiempo posicionándose a favor de un mas amplio reconocimiento de derechos a los denunciantes 
en el ámbito del procedimiento sancionador, en particular cuando dichos denunciantes son 
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Educación de calidad.
Apostando por un sistema educativo de calidad.

La educación es el instrumento de transformación más poderoso para promover los derechos 
humanos,erradicar la pobreza y construir un futuro más equitativo, inclusivo y sostenible.

La Defensoría ha venido siendo testigo de las nuevas demandas de la ciudadanía y los nuevos retos 
a los que se ha debido enfrentar el sistema educativo en los últimos años. Atrás quedaron aquellos 
tiempos en los que el principal reto era conseguir la generalización de la enseñanza obligatoria hasta 
los dieciséis años, permitiendo con ello la escolarización de toda la población andaluza durante, al 
menos, diez cursos.

En estos momentos las familias y los alumnos aspiran a 
acceder a centros escolares modernos, con infraestructuras 
adecuadas, dotados de los recursos personales y 
materiales necesarios, libres de violencia, donde se 
encuentren incorporadas las tecnologías de la información 
y la comunicación y donde se impulse el conocimiento de 
lenguas extranjeras.

También se exige una educación inclusiva y no segregadora 
para el alumnado afectado por algún tipo de discapacidad, 
a la par que se demanda recursos, becas y ayudas al estudio 
para el alumnado con necesidades de apoyo educativo 
asociadas a sus condiciones sociales desfavorables.

Y para quienes optan por las enseñanzas de Formación 
Profesional lo que se solicita por la ciudadanía es una oferta amplia y variada de titulaciones, con un 
acercamiento al tejido productivo y al mercado de trabajo, haciendo posible la conexión entre los 
centros de enseñanza y la actividad laboral.

Familias y alumnos demandan asimismo que los colegios e institutos de Andalucía cuenten con 
personal docente cualificado para impartirlos, implicados, responsables y sometidos a un proceso 
de formación permanente.

Solicitan de igual modo una mayor participación en las decisiones del centro que no quede reducida 
a entrevistas con los tutores sino que se extienda a todas las actividades que se propongan, a 
participar activamente en los consejos escolares y en las asociaciones de madres y padres.

asociaciones que defienden derechos e intereses colectivos 
y se considera que la resolución que pueda dictarse en dicho 
procedimiento pueda afectar a los derechos e intereses que 
defienden.

En este sentido, el año pasado informábamos del inicio de 
oficio de la queja 17/6582, mediante la que pretendíamos 
promover la modificación de los criterios utilizados por los 
Servicios de Consumo para responder a las denuncias de 
las personas consumidoras y sus asociaciones, así como 
proponer modificaciones normativas que permitan mejorar 
el papel del denunciante en el procedimiento sancionador 
en materia de consumo.

Esta queja ha dado lugar a una Resolución, dirigida a la 
Dirección General de Consumo, para que promoviese 
una modificación legal del procedimiento sancionador de 
consumo para establecer la obligación de comunicar al 
denunciante el acuerdo que se adopte sobre inicio o no del 
expediente y, en su caso, la resolución que le ponga fin.

Por otra parte le solicitábamos que se admitiera que las asociaciones representativas de las personas 
consumidoras y usuarias, tienen interés legítimo para ser parte en el procedimiento sancionador si 
acreditan que la resolución que se dicte puede afectar a tales intereses.

Igualmente se formuló recomendación para que los Servicios de Consumo faciliten a cualquier 
persona que invoque el derecho de acceso a la información pública la documentación relacionada 
con el acuerdo de inicio del expediente sancionador y la resolución sancionadora, sin que dicho 
derecho pueda ser limitado salvo en los supuestos legalmente estipulados en la normativa, que 
deben ser aplicados siempre de forma restrictiva, previa resolución motivada y procurando el acceso 
parcial a la información siempre que sea posible.

Hasta el momento, y a la espera de un pronunciamiento específico sobre el derecho de acceso a la 
información pública, la respuesta recibida ha sido negativa alegando la normativa básica estatal de 
procedimiento administrativo.

Por nuestra parte, tenemos intención de seguir incidiendo en esta cuestión, ya que estamos 
convencidos de que es necesaria una evolución en la tradición jurídica sobre la figura del denunciante 
en el procedimiento sancionador que adecue la misma a una nueva era marcada por principios como 
transparencia y participación.

“La educación es 
el instrumento de 

transformación más 
poderoso para promover 
los derechos humanos, 
erradicar la pobreza y 

construir un futuro más 
equitativo, inclusivo y 

sostenible”.
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